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Fausto Manuel Zamorano Esparza 
Diputado presidente de la Mesa Directiva 
del Congreso de la Ciudad de México, II Legislatura.  

Presente.  

El que suscribe Diputado MIGUEL ÁNGEL MACEDO ESCARTÍN, 

Integrante del Grupo Parlamentario MORENA, en la Segunda Legislatura del 

Congreso de la Ciudad de México; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

122, Apartado A, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; artículo 29, Apartado D, inciso k), de la Constitución Política de la 

Ciudad de México; artículos 13, fracción IX, 21, párrafo segundo, de la Ley 

Orgánica del Congreso de la Ciudad de México; y artículos 5, fracciones I y XIII, 

99, fracción II, 100 y 101, del Reglamento del Congreso de la Ciudad de México y 

por medio del presente, someto a la consideración de esta Soberanía, la siguiente: 

Proposición con Punto de Acuerdo, DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN, a 

e fec to de exho r ta r r espe tuosamen te A D IVERSAS UNIDADES 

ADMINISTRATIVAS DEL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO CON EL FIN 

DE COADYUVAR A LA REALIZACIÓN DE PRÁCTICAS PARLAMENTARIAS 

OBJETIVAS, IMPARCIALES, ESPECIALIZADAS Y ACORDE CON EL MARCO 

JURÍDICO INTERNACIONAL, NACIONAL Y LOCAL. 

Lo anterior al tenor de los rubros, siguientes: 

P R O B L E M Á T I C A   
P L A N T E A D A 

A raíz de la reforma constitucional del diez de junio de dos mil once, el primer 

párrafo del artículo 1° constitucional señala lo siguiente: 
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“Art. 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las 
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en 
esta Constitución y en los tratados internacionales de los que 
el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para 
su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 
suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que 
esta Constitución establece.” 

Como se advierte, a raíz de esa reforma se incorporaron al marco constitucional 

los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales, de tal suerte 

que al resolverse la contradicción de tesis 293/2011, este Alto Tribunal, arribó a la 

conclusión de que ambos, es decir, en su conjunto, constituyen el parámetro de 

control de regularidad constitucional, conforme al cual debe analizarse la validez 

de las normas y actos que forman parte del orden jurídico mexicano . 1

 “Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 2006224, Instancia: Pleno, Décima 1

Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: P./J. 20/2014 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, página 202, Tipo: Jurisprudencia.

DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LOS TRATADOS 
INTERNACIONALES. CONSTITUYEN EL PARÁMETRO DE CONTROL DE REGULARIDAD 
CONSTITUCIONAL, PERO CUANDO EN LA CONSTITUCIÓN HAYA UNA RESTRICCIÓN 
EXPRESA AL EJERCICIO DE AQUÉLLOS, SE DEBE ESTAR A LO QUE ESTABLECE EL 
TEXTO CONSTITUCIONAL. El primer párrafo del artículo 1o. constitucional reconoce un conjunto 
de derechos humanos cuyas fuentes son la Constitución y los tratados internacionales de los 
cuales el Estado Mexicano sea parte. De la interpretación literal, sistemática y originalista del 
contenido de las reformas constitucionales de seis y diez de junio de dos mil once, se desprende 
que las normas de derechos humanos, independientemente de su fuente, no se relacionan en 
términos jerárquicos, entendiendo que, derivado de la parte final del primer párrafo del citado 
artículo 1o., cuando en la Constitución haya una restricción expresa al ejercicio de los derechos 
humanos, se deberá estar a lo que indica la norma constitucional, ya que el principio que le brinda 
supremacía comporta el encumbramiento de la Constitución como norma fundamental del orden 
jurídico mexicano, lo que a su vez implica que el resto de las normas jurídicas deben ser acordes 
con la misma, tanto en un sentido formal como material, circunstancia que no ha cambiado; lo que 
sí ha evolucionado a raíz de las reformas constitucionales en comento es la configuración del 
conjunto de normas jurídicas respecto de las cuales puede predicarse dicha supremacía en el 
orden jurídico mexicano. Esta transformación se explica por la ampliación del catálogo de derechos 
humanos previsto dentro de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual 
evidentemente puede calificarse como parte del conjunto normativo que goza de esta supremacía 
constitucional. En este sentido, los derechos humanos, en su conjunto, constituyen el parámetro de 
control de regularidad constitucional, conforme al cual debe analizarse la validez de las normas y 
actos que forman parte del orden jurídico mexicano.” 
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Ahora bien, entre los tratados internacionales que México ha suscrito y que, por 

tanto, han sido incorporados al bloque de constitucionalidad, se encuentra la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

En el preámbulo de esa Convención se reconoció que la discriminación de 

cualquier persona por razón de discapacidad constituye una vulneración de la 

dignidad y el valor inherente del ser humano. 

Además, se reconoció que la discapacidad tiene un origen social, pues ésta 

resulta de la interacción entre personas con deficiencias y las barreras debidas a 

la actitud de las demás personas y al entorno que evitan su participación plena y 

efectiva en igualdad de condiciones; por ello también se reconoció la importancia 

de incorporar las cuestiones relativas a la discapacidad, como parte de las 

estrategias pertinentes al desarrollo y la necesidad de que las personas con 

discapacidad participen activamente en los procesos de adopción de decisiones 

sobre las políticas y programas que les afecten directamente. 

Bajo esa lógica, en el artículo 4 de la Convención los Estados Parte asumieron 

diversas obligaciones para asegurar y promover el pleno ejercicio de los derechos 

fundamentales y libertades de las personas con discapacidad, entre ellos, el 

adoptar las medidas legislativas que sean pertinentes para hacer efectivos sus 

derechos, y, en concordancia con lo anterior, en el apartado 3 de ese numeral 

expresamente se establece lo siguiente: 
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“Artículo 4. 
Obligaciones generales. 
[…] 
3. En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para 
hacer efectiva la presente Convención, y en otros procesos de 
adopción de decisiones sobre cuestiones relacionadas con las 
personas con discapacidad, los Estados Partes celebrarán 
consultas estrechas y colaborarán activamente con las 
personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas con 
discapacidad, a través de las organizaciones que las 
representan. 
[…]” 

A N T E C E D E N T E S 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos cuestiona la validez del Decreto 

por el que se reformó la denominación del Capítulo Séptimo; el primer párrafo y 

las fracciones I, VII y VIII del artículo 33 y se adiciona una fracción IX al artículo 33 

de la Ley para la Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad de la 

Ciudad de México por considerar que vulnera el derecho a la consulta estrecha y 

colaboración activa de las personas con discapacidad, reconocido en el artículo 

4.3. de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos considero que el Decreto en 

cuestión vulnera el artículo 4.3 de la Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad, pues si la reforma alude al derecho a la movilidad de 

las personas con discapacidad, es claro que esa reforma les atañe de manera 

directa, por lo que, para ser constitucionalmente válida, ameritaba la realización de 

un ejercicio consultivo, de conformidad con los estándares desarrollados en la 

materia. 
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No obstante, se debe señalar que previamente a esta resolución de la acción de 

inconstitucionalidad, existe otra referente a la acción de inconstitucionalidad 

41/2018 y sus acumulados referentes a la promulgación de la Ley de las personas 

con síndrome de Down en la Ciudad de México, en donde se exploró dicha 

situación sobre la determinación de generar acciones tendientes a establecer 

mecanismos de participación a las personas con discapacidad. 

En dicha resolución el Tribunal Pleno señaló los elementos mínimos para cumplir 

con la obligación convencional sobre consulta a personas con discapacidad, 

establecida en el artículo 4.3 de la Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad, en el sentido de que su participación debe ser: 

a) Previa, pública, abierta y regular. El órgano legislativo debe establecer 

reglas, plazos razonables y procedimientos en una convocatoria, en la que 

se informe de manera amplia, accesible y por distintos medios, la manera 

en que las personas con discapacidad y las organizaciones que las 

representan podrán participar tanto en el proyecto de iniciativa, como en el 

proceso legislativo, dentro del cual se debe garantizar su participación, de 

manera previa al dictamen y ante el Pleno del órgano deliberativo, durante 

la discusión, por lo cual deben especificarse en las convocatorias los 

momentos de participación.  

b) Estrecha y con participación preferentemente directa de las personas 

con discapacidad. Las personas con discapacidad no deben ser 

representadas, sino que, en todo caso, cuenten con la asesoría necesaria 

para participar sin que se sustituya su voluntad, es decir, que puedan 

hacerlo tanto de forma individual, como por conducto de las organizaciones 

de personas con discapacidad, además de que también se tome en cuenta 

a las niñas y niños con discapacidad, así como a las organizaciones que 

representan a las personas con discapacidad. 
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c) Accesible. Las convocatorias deben realizarse con lenguaje comprensible, 

en formato de lectura fácil y lenguaje claro, así como adaptadas para ser 

entendible de acuerdo con las necesidades por el tipo de discapacidad, por 

distintos medios, incluidos los sitios web de los órganos legislativos, 

mediante formatos digitales accesibles y ajustes razonables cuando se 

requiera, como, por ejemplo, los macrotipos, la interpretación en lengua de 

señas, el braille y la comunicación táctil. Además de que las instalaciones 

de los órganos parlamentarios también deben ser accesibles a las personas 

con discapacidad. 

Además, el órgano legislativo debe garantizar que la iniciativa, los 

dictámenes correspondientes y los debates ante el Pleno del órgano legislativo se 

realicen con este mismo formato, a efecto de que se posibilite que las personas 

con discapacidad comprendan el contenido de la iniciativa y se tome en cuenta su 

opinión, dando la posibilidad de proponer cambios tanto a esta como durante el 

proceso legislativo. 

La accesibilidad también debe garantizarse respecto del producto del 

procedimiento legislativo, es decir, el decreto por el que se publique el 

ordenamiento jurídico en el órgano de difusión estatal. 

d) Informada. A las personas con discapacidad o comunidades involucradas 

se les debe informar de manera amplia y precisa sobre la naturaleza y 

consecuencia de la decisión que se pretenden tomar. 

e) Significativa. Lo cual implica que en los referidos momentos del proceso 

legislativo se debata o se analicen las conclusiones obtenidas de la 

participación de las personas con discapacidad y los organismos que las 

representan.  
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f) Con participación efectiva. Que abone a la participación eficaz de las 

personas con discapacidad, las organizaciones y autoridades que los 

representan, en donde realmente se tome en cuenta su opinión y se 

analice, con el propósito de que no se reduzca su intervención a hacerlos 

partícipes de una mera exposición, sino que enriquezcan con su visión la 

manera en que el Estado puede hacer real la eliminación de barreras 

sociales para lograr su pleno desarrollo en las mejores condiciones, 

principalmente porque son quienes se enfrentan y pueden hacer notar las 

barreras sociales con las que se encuentran, a efecto de que se puedan 

diseñar mejores políticas para garantizar el pleno ejercicio de sus derechos 

fundamentales en igualdad de condiciones, no obstante el estado físico, 

psicológico o intelectual que presenten en razón de su discapacidad, así 

como por su género, minoría de edad, y con una cosmovisión amplia de las 

condiciones y dificultades sociales, como las condiciones de pobreza, de 

vivienda, salud, educación, laborales, entre otras. 

g) Transparente. Para lograr una participación eficaz es elemental garantizar 

la transparencia en la información que generen los órganos estatales, la 

que aporten las personas con discapacidad y las organizaciones que las 

representan, así como del análisis y debate de sus aportaciones.  

Además, en el señalado precedente se puntualizó que esta obligación no es 

oponible únicamente a los órganos formalmente legislativos, sino a todo 

órgano del Estado Mexicano que intervenga en la creación, reforma o derogación 

de normas generales que incidan directamente en las personas con discapacidad. 
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Por lo anterior, es que se propone que exista una cooperación con los órganos 

especializados de este Congreso de la Ciudad de México a fin de establecer 

métodos y actividades académicas, de investigación y análisis correspondientes a 

valorar y establecer de una mejor manera el alcance de la consulta, las formas de 

como podrán acceder las persona con discapacidad e intercambiar experiencias 

de los foros que se han tenido dentro de este órgano legislativo a fin de incurrir en 

serios tropiezos en cuanto a la organización, difusión y acción de la consulta; 

hecho que generara gran certidumbre en cuanto a la elaboración del dictamen así 

como lo concerniente a la toma de decisión referente a la leyes que se deben 

modificar o en su caso adecuar de un modo accesible y atendiendo el derecho de 

los grupos vulnerables. 

C O N S I D E R A C I O N E S  

La presente proposición es apegada a lo establecido en numeral 1 y 7 de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, los cuales a la letra establecen: 

“Artículo 1 

Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y 

derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben 

comportarse fraternalmente los unos con los otros. 

Artículo 7 

Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a 

igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección 

contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra 

toda provocación a tal discriminación.” 
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Conforme a la reforma de fecha 10 de junio del 2011 nuestro país tiene como 

objeto velar por los Derechos Humanos consagrados en la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos así como los tratados internacionales que 

suscriba México; lo ya mencionado lo encontramos en nuestra carta magna 

federal en su numeral 1 que a la letra dice:  

“En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán 

de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en 

los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 

parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio 

no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 

condiciones que esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 

conformidad con esta Constitución y con los tratados 

internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las 

personas la protección más amplia. (…)” 

Y su artículo 133 del mismo ordenamiento, refiere: 

  “Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que 

emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la 

misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la 

República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de 

toda la Unión. Los jueces de cada entidad federativa se arreglarán 

a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las 

disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones 

o leyes de las entidades federativas” 

En cuanto a nuestra Constitución Política de la Ciudad de México, la presente 

iniciativa encuentra su sustento en su Constitución Ciudad de México 

Artículo 3. De los principios rectores 

1. La dignidad humana es principio rector supremo y sustento de los  derechos 
humanos.  Se  reconoce  a  toda persona la libertad y la igualdad en derechos. La 
protección de los derechos humanos es el fundamento de esta Constitución y 
toda actividad pública estará guiada por el respeto y garantía a éstos. 
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2. La Ciudad de México asume como principios: 
a) El respeto a  los  derechos  humanos,  la  defensa  del  Estado  democrático  y 
social, el diálogo social, la cultura de la paz y la no violencia, el desarrollo 
económico sustentable y solidario con visión metropolitana, la más justa 
distribución del ingreso, la dignificación del trabajo y el salario, la erradicación 
de la pobreza, el respeto  a la propiedad privada, la igualdad sustantiva, la no 
discriminación, la inclusión, la accesibilidad, el diseño universal, la preservación 
del equilibrio ecológico, la protección al ambiente, la protección y conservación 
del  patrimonio cultural y natural. Se reconoce la propiedad de la Ciudad sobre 
sus bienes del dominio público, de uso común y del dominio privado; asimismo, la 
propiedad ejidal y comunal; 
b) La rectoría  del  ejercicio  de la función  pública  apegada  a la ética, la 
austeridad,  la racionalidad,  la transparencia, la apertura, la responsabilidad, la 
participación ciudadana y la rendición de cuentas con control de la gestión y 
evaluación, en los términos que fije la ley; y 
c) La función social de la Ciudad, a fin de garantizar el bienestar de sus 
habitantes, en armonía con la naturaleza. 
3. El ejercicio del poder se organizará conforme a las figuras  de  democracia 
 directa,  representativa  y participativa, con base en los principios de interés 
social, subsidiariedad, la proximidad gubernamental y el derecho a la buena 
administración. 

Ciudad de México Artículo 4 Constitución Política de la Ciudad de México: 

“En la Ciudad de México las personas gozan de los derechos 

humanos y garantías reconocidos en la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en los tratados e instrumentos 

internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en esta 

Constitución y en las normas generales y locales. Los derechos 

humanos, en su conjunto, conforman el parámetro de regularidad 

constitucional local.” 
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El presente instrumento legislativo encuentra sustento en el derecho a la consulta 

de las personas con discapacidad se encuentra estrechamente relacionado con 

los principios generales de autonomía e independencia que rigen la Convención 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad el Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas 

[artículo 3, inciso a)], con su derecho de igualdad ante la ley [artículo 12] y a la 

participación [artículos 3, inciso c), y 29] que se plasmó en el lema del movimiento 

de personas con discapacidad: “Nada de nosotros sin nosotros”. 

En cuanto a los institutos y la comisión materia del presente punto de acuerdo, las 

atribuciones se encuentran establecidas en el numeral 505 del Reglamento del 

Congreso de la Ciudad de México, que establece: 

Artículo 505. El Instituto de Investigaciones Legislativas, es un 

órgano administrativo del Congreso, cuyo objetivo es la 

investigación y difusión de temas relacionados con el estudio, 

historia, funciones, actividad y prácticas legislativas. El 

instituto estará a cargo de una o un director y contará con el 

personal administrativo que requiera para el desempeño de 

sus funciones de acuerdo al presupuesto que el Congreso le 

asigne, teniendo las siguientes funciones:  

I. Compilar leyes expedidas por el Congreso y ponerlas a 

disposición de las y los interesados para su consulta. 

Asimismo, deberá determinar cuáles son las disposiciones 

legales vigentes en la Ciudad de México y resolver cuáles son 

las que quedan reformadas, derogadas o abrogadas;  

II. Elaborar un programa de actividades e investigaciones que 

establezca los criterios y acciones de investigación;  
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III. Establecer los mecanismos de colaboración y coordinación 

con Instituciones afines para el cumplimiento de sus objetivos; 

 IV. Impartir cursos de capacitación en materias de técnica 

legislativa y prácticas parlamentarias; 

  

V. Realizar estudios para el perfeccionamiento de las 

prácticas parlamentarias del Congreso; 

  

VI. Realizar las investigaciones legislativas que le sean 

solicitadas por el Pleno, la Junta y las Comisiones del 

Congreso;” 

Por último, la presente proposición encuentra su fundamento en lo 

establecido en la sentencia emitida dentro de la acción de inconstitucionalidad 

identificada como 244/2020, la cual dentro de sus resolutivos se encuentra a la 

letra: 

R E S U E L V E :  

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de 

inconstitucionalidad.  

SEGUNDO. Se declara la invalidez del Decreto por el que se 

reforma la denominación del Capítulo Séptimo; el primer 

párrafo y las fracciones I, VII y VIII del artículo 33 y se 

adiciona una fracción IX al artículo 33 de la Ley para la 

Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad 

de la Ciudad de México, publicado en la Gaceta Oficial de 

dicha entidad federativa el veintiocho de julio de dos mil 

veinte, de conformidad con el considerando quinto de esta 

decisión.   
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TERCERO. La declaratoria de invalidez decretada surtirá sus 

efectos a los doce meses siguientes a la notificación de estos 

puntos resolutivos al Congreso de la Ciudad de México, en la 

inteligencia de que, dentro del referido plazo, previo desarrollo 

de la respectiva consulta a las personas con discapacidad, 

ese Congreso deberá legislar en los términos precisados en 

los considerandos quinto y sexto de esta ejecutoria. 

CUARTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la 

Federación, en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, así 

como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consideración del Pleno 

de este Honorable Congreso CON CARÁCTER DE URGENTE Y DE OBVIA 

RESOLUCIÓN, lo siguiente:  

P R O P O S I C I Ó N 

C O N   P U N T O   D E  A C U E R D O 

UNICO. - SE EXHORTA DE MANERA RESPETUOSA A LA OFICIALIA MAYOR 

PARA QUE A TRAVÉS DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS 

JURÍDICOS, ASÍ COMO AL INSTITUTO DE INVESTIGACIONES 

LEGISLATIVAS, TODOS DEL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, A  

REALIZAR LAS GESTIONES NECESARIAS PARA GENERAR UNA ESTRECHA 

COLABORACIÓN CON LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, EL 

INSTITUTO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD Y EL CONSEJO PARA 

PREVENIR LA DISCRIMINACIÓN, TODAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO, A FIN 

CREAR UN MECANISMO DE CONSULTA PERMANENTE PARA QUE LAS 

PERSONAS LEGISLADORAS DE ESTA SOBERANIA QUE PRESENTEN 

INICIATIVAS Y LAS COMISIONES QUE PRESENTEN DICTAMENES EN 

MATERIA DE ATENCIÓN A PERSONAS CON DISCAPACIDAD, CUENTEN CON 

LOS ELEMENTOS QUE LA SUPREMA CORTE DELINEO EN LA SENTENCIA 
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DE LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONAL IDENTIFICADA 244/2020 PARA 

GARANTIZAR LAS CONSULTAS DE LAS ACCIONES LEGISLATIVAS QUE 

IMPACTE A DICHO SECTOR; TODO LO ANTERIOR BAJO LOS PRINCIPIOS 

DE AUSTERIDAD Y EFECTIVIDAD ADOPTADOS POR ESTE PODER 

CONSTITUCIONAL. 

Dado en el Palacio Legislativo de Donceles a noviembre de 2022. 

Inscribe  
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